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INTRODUCCIÓN 

Los orígenes del proceso civil se remontan a la antigüedad, cuando las sociedades 

buscaban establecer mecanismos para la resolución pacífica y equitativa de disputas y 

conflictos. A medida que la civilización humana evolucionaba, diferentes pueblos crearon 

sus propios sistemas de justicia y procedimientos legales destinados a gestionar los 

desacuerdos entre los individuos y garantizar la protección de sus derechos legítimos. 

En la antigua Roma se desarrolló una doctrina jurídica conocida como el Derecho Romano, 

la cual se convirtió en la base para la formación del proceso civil. El Derecho Romano se 

distinguía por su compromiso con la igualdad y la protección de los derechos de los 

ciudadanos. Los romanos tenían el derecho de presentar demandas ante los tribunales y 

defender sus intereses, mientras que los procedimientos legales establecidos garantizaban 

un juicio justo e imparcial. 

Durante la Edad Media y posteriormente en la época moderna, los sistemas jurídicos 

continuaron evolucionando y adaptándose a las circunstancias sociales, económicas y 

políticas de cada sociedad. En Europa, por ejemplo, surgieron los sistemas de derecho 

continental, basados en los principios del Derecho Romano y caracterizados por su énfasis 

en la legislación escrita y en la aplicación uniforme de las normas jurídicas. 
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CAPITULO I.- Planificación del Trabajo de Suficiencia Profesional 
 

1.1. Título y descripción del trabajo Título del Trabajo 

 Este trabajo de suficiencia profesional, se titula “Un marco integral para la protección y 

garantía de los derechos e intereses legítimos de las terceras partes.” 

 

DESCRIPCION 

En la presente investigación se lleva a cabo un análisis exhaustivo del instituto de la 

demanda de tercero en el proceso civil. En primer lugar, se determina la esencia de este 

mecanismo jurídico y se exponen sus principales objetivos dentro del ámbito del 

procedimiento civil. A continuación, se examinan los principales tipos de demandas de 

tercero —en particular, las basadas en el derecho de propiedad, las demandas excluyentes 

y aquellas derivadas de un derecho preferente—, analizando cada una de ellas desde la 

perspectiva de su naturaleza jurídica y de su aplicación práctica. Asimismo, se estudia la 

relevancia del instituto de la demanda de tercero en el proceso civil contemporáneo, así 

como su evolución ante la creciente complejidad y diversidad de los conflictos jurídicos en 

la sociedad actual. Mediante el análisis de casos judiciales concretos y ejemplos prácticos, 

se demuestra el papel de este instituto en la garantía de la justicia civil y su importancia 

para la toma de decisiones jurídicas. 

El derecho civil moderno no contiene una definición absoluta del derecho de propiedad, ya 

que los propietarios están obligados a ejercer sus facultades conforme al principio del 

interés público y dentro de los límites establecidos por la ley. En la práctica judicial surgen 

con frecuencia situaciones en las que el acreedor no cuenta con una garantía específica 

que asegure el cumplimiento de la obligación de pago. 

Si el deudor incumple una obligación monetaria y este tiene bienes inmuebles registrados 

a su nombre, el acreedor puede solicitar la imposición de un embargo sobre dichos bienes 
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como medida cautelar. Sin embargo, durante la fase de ejecución del embargo, puede 

descubrirse que el bien ya no pertenece al deudor, sino a un tercero que lo adquirió 

legalmente antes de que se registrara la anotación de embargo en el registro inmobiliario. 

En tal situación, el acreedor se encuentra en una posición difícil, puesto que el bien previsto 

como garantía de cumplimiento ya pertenece a un tercero. Dado que la adquisición por 

parte de este tercero fue legítima y debidamente inscrita, este goza de plenos derechos de 

propiedad. En consecuencia, el acreedor debe recurrir a otros mecanismos legales de 

protección de sus intereses, tales como ejecutar otras medidas de garantía otorgadas por 

el deudor o localizar otros bienes susceptibles de ser embargados. 

Ante circunstancias de esta naturaleza, resulta esencial consultar a un especialista en 

derecho civil, a fin de obtener asesoría jurídica calificada y determinar las estrategias 

legales más eficaces, adecuadas a las particularidades del caso. 

El instituto de la demanda de tercero en el derecho civil reviste también una importancia 

significativa para las personas que no son parte directa de una relación jurídica 

determinada. En sentido procesal, se considera tercera persona a quien no es parte del 

litigio judicial. Desde esta perspectiva, los jueces, funcionarios judiciales, testigos, peritos y 

otros individuos no involucrados directamente en el objeto del litigio también pueden ser 

considerados como terceros respecto del proceso judicial. 

Este mecanismo jurídico desempeña un papel fundamental en la garantía de la justicia y 

del respeto de los derechos procesales, contribuyendo al fortalecimiento del Estado de 

derecho y al principio de igualdad de las partes en el proceso civil. 
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1.2. Problema general 

¿Se garantiza de manera efectiva la protección de los derechos de los terceros en el 

proceso civil de tercería? 

Problemas específicos 

1. ¿Cuáles son los fundamentos legales que sustentan el derecho de defensa de los 

terceros afectados dentro del proceso civil de tercería? 

2. ¿Cuáles son las bases jurídicas que respaldan el derecho de los terceros a ofrecer 

medios probatorios en dicho proceso? 

 

1.3. Objetivo general 

Analizar y determinar el grado de protección de los derechos de los terceros dentro del 

proceso civil de tercería. 

 

1.4. Objetivos específicos 

1. Identificar los fundamentos jurídicos del derecho de defensa de los terceros 

afectados en un proceso civil de tercería. 

2. Identificar los fundamentos jurídicos del derecho a la prueba de los terceros en un 

proceso civil de tercería. 

 

1.5. Justificación 

La presente investigación posee un valor académico y práctico significativo, ya que puede 

servir como base teórica y de referencia para futuros estudios similares tanto a nivel 

nacional como internacional. 

El propósito central del trabajo es contribuir al perfeccionamiento del marco normativo que 

regula la protección de los derechos de los terceros, especialmente en lo que respecta a 
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la salvaguarda del derecho de propiedad, entendido como uno de los bienes 

fundamentales del ser humano. Dicho derecho no solo expresa una dimensión 

económica, sino que también se vincula estrechamente con la dignidad y la seguridad de 

la persona. 

Como señala Fernández (2020), toda investigación científica debe estar debidamente 

justificada, lo que implica exponer las razones, los motivos y la necesidad de su 

realización. La justificación permite evidenciar los vacíos teóricos o prácticos que el 

investigador busca cubrir, sea de manera parcial o total. 

Desde esta perspectiva, la presente investigación se justifica en tres niveles: teórico, 

práctico y metodológico. 

• Justificación teórica: este tipo de justificación se relaciona con el interés del 

investigador por profundizar en los aspectos conceptuales del tema de estudio. En 

este sentido, la investigación busca comprender la esencia del sistema de 

protección de los derechos de los terceros y su función en la realización de la 

justicia civil. 

• Justificación práctica: justificación práctica radica en la utilidad real de los 

resultados del estudio para la resolución de problemas concretos. En este caso, la 

relevancia práctica de la investigación se encuentra en el análisis del proceso civil 

de tercería y en la identificación de los mecanismos que garantizan los derechos de 

defensa y de prueba de los terceros, evitando así que sus bienes se vean 

indebidamente afectados. 
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CAPITULO II.- Marco Teórico. 

2.1. Que Entendemos Por Tercería En El Derecho Procesal Civil 

 La institución de la tercería en el Derecho Procesal Civil constituye un mecanismo jurídico 

de gran relevancia destinado a salvaguardar los derechos de aquellas personas que, sin 

ser parte directa en un proceso judicial, pueden verse afectadas por sus consecuencias o 

resultados. En términos generales, la tercería se entiende como la intervención de un 

tercero en un proceso civil en curso, con el fin de hacer valer un derecho propio, 

independiente o preferente sobre los bienes o derechos que son objeto del litigio entre las 

partes principales. 

El fundamento jurídico de esta figura se apoya en los principios de tutela jurisdiccional 

efectiva y del derecho de defensa, reconocidos tanto en las constituciones nacionales como 

en los instrumentos internacionales de derechos humanos. A través de la interposición de 

una tercería, el tercero afectado busca restablecer el equilibrio procesal cuando una medida 

judicial —como un embargo, una ejecución forzada o una medida cautelar— vulnera 

indebidamente sus intereses patrimoniales legítimos, a pesar de no haber intervenido en el 

proceso original. 

 

2. Definición doctrinaria y naturaleza jurídica 

Desde una perspectiva doctrinaria, la tercería se concibe como una acción procesal 

autónoma mediante la cual un tercero acude ante el órgano jurisdiccional para reclamar el 

reconocimiento de un derecho propio que se ha visto afectado en el desarrollo de un 

proceso ajeno. Autores clásicos como Couture y Chiovenda destacan que la tercería no 

constituye una mera intervención voluntaria, sino una acción independiente destinada a 

obtener el reconocimiento judicial de un derecho que entra en conflicto con los intereses de 

las partes principales del proceso. 
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La naturaleza jurídica de esta acción es doble: 

• Declarativa, en la medida en que el tercero solicita el reconocimiento judicial de su 

derecho; y 

• Excluyente, puesto que busca evitar que un acto judicial afecte indebidamente su 

esfera patrimonial o jurídica. 

De esta manera, la tercería se erige como una garantía procesal esencial del principio 

según el cual nadie puede ser privado de sus derechos sin haber tenido la oportunidad de 

defenderlos ante un tribunal. 

 

3. Fundamento legal y finalidad 

El fundamento legal de la tercería se encuentra recogido en los códigos procesales civiles 

de los distintos ordenamientos jurídicos, que reconocen el derecho de todo tercero afectado 

a impugnar la ejecución de una sentencia o cualquier medida que afecte sus bienes. El 

objetivo principal de este mecanismo procesal es proteger los derechos de propiedad, 

posesión o preferencia, asegurando que ningún acto judicial se ejecute en perjuicio de una 

persona que no fue escuchada en el proceso principal. 

En el ámbito procesal, la tercería cumple una función tanto correctiva como garantista, ya 

que permite al juez revisar los efectos de las medidas ejecutivas o cautelares para evitar la 

vulneración de derechos ajenos. En este sentido, la tercería actúa como un instrumento de 

equilibrio procesal que contribuye a la realización de la justicia y al fortalecimiento de la 

seguridad jurídica. 

 

4. Tipología de las tercerías 

En la práctica procesal civil, se distinguen diversas modalidades de tercería, entre las 

cuales destacan principalmente: 
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• Tercería de dominio o de propiedad: Se interpone cuando un tercero alega ser 

propietario del bien embargado o ejecutado, afirmando que este no pertenece al 

deudor sino a él. Su finalidad es excluir dicho bien del proceso de ejecución o de la 

medida cautelar. 

• Tercería excluyente: Similar a la anterior, busca excluir determinados bienes 

afectados por error, pero el derecho invocado puede derivar no solo de la propiedad, 

sino también de la posesión, el usufructo u otro título legítimo. 

• Tercería de mejor derecho o de prelación: En este caso, el tercero no pretende 

excluir bienes del proceso, sino que sostiene que su crédito tiene prioridad frente al 

de otros acreedores, lo que le otorga preferencia en el cobro. 

Aunque difieren en su objeto y fundamento, todas estas formas de tercería comparten un 

mismo propósito: la defensa de los derechos de quienes, sin haber participado en el 

proceso principal, se ven afectados por sus efectos. 

5. Procedimiento y efectos procesales 

El procedimiento de tercería se inicia generalmente con la presentación de una demanda 

autónoma ante el mismo juez que conoce del proceso principal. El tercero debe acreditar 

su interés legítimo y demostrar la existencia del derecho que pretende hacer valer. Una vez 

admitida la demanda, se da traslado a las partes principales para que contesten, tras lo cual 

el juez resolverá sobre la procedencia o improcedencia de la pretensión. 

El efecto procesal inmediato de la interposición de una tercería puede consistir en la 

suspensión de las actuaciones ejecutivas sobre los bienes controvertidos, hasta que se 

determine la titularidad o preferencia del derecho alegado. Si la tercería es declarada 

fundada, el bien se libera de la medida o se reconoce el derecho preferente del tercero; si 

se declara infundada, el proceso principal continúa con normalidad. 
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6. Importancia en el derecho procesal moderno 

En el derecho procesal civil contemporáneo, la tercería constituye una garantía fundamental 

del debido proceso. Su importancia radica en evitar que las actuaciones judiciales 

produzcan efectos injustos sobre personas ajenas al litigio. Protege la integridad del 

derecho de propiedad y asegura la vigencia de los principios de contradicción y de defensa. 

Asimismo, la tercería contribuye al fortalecimiento de un sistema judicial más equitativo y 

transparente, basado en el reconocimiento de que ninguna decisión judicial puede afectar 

a terceros sin brindarles la oportunidad de ser oídos y de hacer valer sus derechos. Este 

principio se vincula estrechamente con la idea de justicia material y con la necesidad de 

adaptar el proceso civil a la complejidad de las relaciones jurídicas y patrimoniales de la 

sociedad moderna. 

2.2. Las Doctrinas En El Proceso Legal 

Doctrina de la dependencia condicional (o de la relación vinculada) 

Según esta concepción, la existencia y admisibilidad de la intervención de un tercero en el 

proceso dependen del resultado del litigio principal. En otras palabras, la participación del 

tercero solo es posible cuando la resolución del conflicto principal afecta directamente sus 

derechos subjetivos o intereses legítimos. 

 Doctrina de la independencia 

Esta doctrina sostiene que el procedimiento que involucra a un tercero debe considerarse 

como un proceso autónomo e independiente del litigio principal. No debe interferir en el 

desarrollo ni en el desenlace del caso principal, y su tramitación y resolución deben regirse 

por sus propias normas procesales y por el principio de autonomía. 

 Principio de autonomía procesal 

El proceso con intervención de un tercero se entiende como un procedimiento separado, 

con sus propios plazos, etapas y medios de impugnación. Aunque pueda existir una 
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conexión material con el litigio principal (por ejemplo, cuando el objeto del derecho es el 

mismo), desde el punto de vista procesal se mantiene completamente independiente. 

 Posibilidad de una tramitación separada 

Si la controversia que involucra al tercero no puede resolverse mediante una acumulación 

procesal o a través de un acuerdo conciliatorio, el tribunal puede decidir abrir un proceso 

separado para examinar y resolver específicamente los derechos y obligaciones del tercero. 

 Principio de no afectación de las partes principales 

El procedimiento en el que interviene un tercero no debe perjudicar ni modificar los 

derechos u obligaciones del demandante y del demandado en el proceso principal. Los 

efectos de la resolución no se extienden a ellos, salvo que el tercero sea incorporado 

formalmente como parte o que la decisión judicial lo afecte de manera directa. 

Independencia en materia de recursos y medios procesales de defensa 

Las decisiones adoptadas en el procedimiento con intervención de terceros pueden, por 

regla general, ser objeto de impugnación de manera independiente, lo que garantiza la 

posibilidad de revisión judicial y la protección de los derechos de quienes participan en dicho 

proceso. 

Doctrina del carácter accesorio (o complementario) 

Esta doctrina pone el énfasis en la relación entre el litigio principal y la intervención del 

tercero, sosteniendo que, en ciertos casos, la intervención del tercero solo puede tener lugar 

como un complemento del proceso principal. En consecuencia, si no existe un proceso 

principal, el tercero no puede iniciar un procedimiento de manera autónoma. 

Supuestos de unión o incorporación de bienes 

La doctrina se aplica cuando un tercero reclama derechos sobre un bien que ha sido unido 

o incorporado al objeto principal del litigio. Por ejemplo, si un tercero sostiene ser propietario 

de una máquina incorporada a una fábrica que constituye el centro del proceso judicial, 
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podrá hacer valer sus derechos a través de un procedimiento accesorio. 

Protección de los derechos del tercero 

El objetivo de esta doctrina es garantizar la protección judicial de los derechos legítimos del 

tercero en casos en que su propiedad u otros intereses resulten afectados por la unión de 

bienes o por determinadas circunstancias fácticas. Si el tribunal reconoce la existencia de 

un interés legítimo, debe adoptar las medidas necesarias para su tutela. 

Determinación de la propiedad 

El tribunal debe decidir si el tercero conserva la propiedad del bien original o si la unión o 

incorporación ha generado un nuevo derecho de propiedad a favor de una de las partes del 

proceso principal. Para ello, se consideran la intención de las partes, las circunstancias del 

acto de unión y la naturaleza de los derechos patrimoniales involucrados. 

Doctrina de la impugnación de actos jurídicos (teoría de la impugnación de negocios 

jurídicos) 

Esta doctrina concibe la intervención del tercero como un mecanismo procesal que le 

permite cuestionar actos jurídicos susceptibles de afectar sus derechos o intereses 

legítimos. Su finalidad principal es verificar la validez y legalidad de dichos actos. 

Objeto de la impugnación 

Entre los actos jurídicos impugnables se incluyen aquellos relacionados con la enajenación, 

transferencia, disposición o gravamen de bienes. Por ejemplo, si un tercero afirma ser 

propietario de un inmueble que una de las partes del litigio principal intenta vender, puede 

interponer una acción de impugnación respecto de dicha operación. 

Requisito del interés legítimo 

La intervención del tercero requiere que este demuestre un interés legítimo, directo y 

sustancial, que se vea afectado de manera negativa por el acto jurídico impugnado. 

Notificación y participación en el proceso 
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El tercero debe notificar a las partes del proceso principal su intención de impugnar el acto 

jurídico y participar formalmente en el procedimiento, a fin de que todas las partes 

interesadas puedan presentar sus argumentos y pruebas ante el tribunal. 

 Efectos del reconocimiento de invalidez del acto jurídico 

Si el tribunal declara la nulidad o invalidez del acto jurídico, esta decisión puede tener un 

impacto significativo en el litigio principal. Por ejemplo, la anulación de una compraventa de 

un bien puede modificar la titularidad del mismo y afectar los derechos de las partes en el 

proceso principal. 

Protección de los derechos e intereses legítimos del tercero 

La doctrina de la impugnación de actos jurídicos tiene por finalidad garantizar una tutela 

judicial efectiva de los derechos de los terceros que resulten afectados, incluso si estos no 

son parte directa del proceso principal. 

 

 

2.3. Enfoque Del Proceso Civil 

     El proceso civil constituye el mecanismo jurídico fundamental mediante el cual el Estado 

ejerce su autoridad jurisdiccional para proteger los derechos subjetivos, los intereses 

legítimos y las relaciones jurídicamente relevantes que surgen entre personas naturales o 

jurídicas en el ámbito del derecho civil. En este sentido, el proceso civil se configura como 

una forma institucionalizada de resolución pacífica de conflictos, que sustituye la autotutela 

por la intervención de una autoridad imparcial: el juez o el tribunal. 

Desde una perspectiva teórico-jurídica, el proceso civil no se reduce a un conjunto de actos 

procesales, sino que representa una relación jurídica compleja entre el órgano jurisdiccional 

y las partes involucradas, regida por normas de derecho público. Su finalidad esencial es la 

emisión de una decisión judicial con autoridad de cosa juzgada (res judicata), capaz de 
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resolver de manera definitiva la controversia y restablecer el orden jurídico perturbado. 

Las concepciones contemporáneas del proceso civil se basan en un enfoque constitucional 

y garantista, en el cual el proceso no se entiende como un mero trámite formal, sino como 

un instrumento de protección de los derechos humanos fundamentales. En consecuencia, 

los principios esenciales del proceso incluyen el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva, 

las garantías del debido proceso y del juicio justo, la igualdad de las partes, la motivación 

de las decisiones judiciales y la resolución del litigio en un plazo razonable. 

El proceso tiene un carácter dialéctico, ya que las partes —el demandante y el 

demandado— participan en una confrontación jurídica bajo la dirección del juez. Este 

desempeña simultáneamente funciones de coordinador y árbitro, velando por el 

cumplimiento de las normas procesales y la observancia del principio de contradicción. En 

la doctrina moderna, el juez deja de ser un observador pasivo para convertirse en un 

organizador activo del proceso judicial, dotado de facultades para garantizar el orden y la 

disciplina, y con capacidad, dentro de ciertos límites, para tomar iniciativa en la obtención 

de pruebas que permitan alcanzar la verdad material. 

El enfoque actual también resalta la función social del proceso civil, entendida como una 

contribución al fortalecimiento del orden jurídico, la justicia y la seguridad jurídica. La 

actuación judicial fomenta la confianza ciudadana en las instituciones del Estado y previene 

el surgimiento de nuevos conflictos, desempeñando así un papel estabilizador fundamental 

en la sociedad. 

Desde un punto de vista técnico-procesal, el proceso civil se desarrolla a través de una 

secuencia ordenada de etapas: la presentación de la demanda, la contestación, la fase de 

preparación, la actuación probatoria, los alegatos finales y la emisión de la sentencia. Cada 

etapa cumple una función específica y está orientada a garantizar los principios de 

economía procesal, participación contradictoria y igualdad de oportunidades para las 
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partes. 

La práctica judicial contemporánea tiende a simplificar los procedimientos e impulsar el 

principio de oralidad, con el fin de hacer el proceso más ágil, transparente y accesible. La 

oralidad favorece la interacción directa entre el juez, las partes y los medios de prueba, lo 

que incrementa la objetividad y mejora la calidad de las decisiones judiciales. 

En un sentido objetivo, el proceso civil actúa como el canal formal de aplicación del derecho 

sustantivo, otorgándole eficacia concreta mediante la interpretación y aplicación judicial. En 

un sentido subjetivo, representa una garantía constitucional que asegura a toda persona el 

derecho de acudir a los tribunales para proteger sus derechos e intereses legítimos. 

Finalmente, el proceso civil moderno se concibe como un sistema dinámico y evolutivo, que 

se adapta continuamente a los cambios sociales, tecnológicos y económicos. La 

implementación de sistemas electrónicos de gestión procesal, las audiencias virtuales y los 

mecanismos alternativos de solución de conflictos —como la mediación y la conciliación— 

reflejan un compromiso con la eficiencia, la accesibilidad y la humanización de la justicia. 
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CAPÍTULO III.- Desarrollo De Actividades Programadas 

3.1. Historia Del Proceso De Tercería 

En el ámbito del derecho procesal civil, la protección de los derechos de las terceras partes 

constituye un principio esencial orientado a preservar la integridad del sistema de justicia y 

a garantizar que las decisiones judiciales no vulneren los derechos de quienes no han sido 

parte directa en el litigio. Este principio deriva del postulado constitucional de la tutela 

jurisdiccional efectiva, el cual reconoce el derecho de toda persona a acceder a la justicia y 

obtener la protección de sus derechos e intereses legítimos, incluso cuando estos se ven 

afectados por un proceso ajeno. 

La intervención de terceros en un proceso civil tiene su fundamento en la necesidad de 

evitar la indefensión jurídica y asegurar que ninguna resolución judicial produzca efectos 

negativos sobre quienes poseen derechos o intereses legítimos vinculados con el objeto 

del litigio. En este sentido, la protección procesal de los terceros constituye un mecanismo 

corrector y equilibrador dentro del sistema de justicia civil, que garantiza la equidad y la 

eficacia de las decisiones judiciales. 

 

2. Fundamento jurídico y doctrinal 

Desde un punto de vista doctrinal, la protección de los derechos de los terceros en el 

proceso civil se apoya en tres pilares fundamentales: 

1. El principio de legalidad procesal, que impide que una decisión judicial afecte a 

quienes no fueron llamados o escuchados en juicio. 

2. El principio de audiencia y contradicción, que asegura que ninguna persona sea 

privada de sus derechos sin haber tenido oportunidad de defenderse. 

3. El principio de seguridad jurídica, que exige que las resoluciones judiciales sean 

justas, razonables y respetuosas del marco constitucional y legal. 
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En el plano comparado, el reconocimiento de los derechos de los terceros se manifiesta en 

diversas figuras jurídicas, como la intervención voluntaria, la intervención litisconsorcial, la 

tercería excluyente, la tercería de mejor derecho y la oposición de terceros a la ejecución, 

entre otras. Todas ellas comparten un mismo objetivo: proteger los intereses de quienes, 

sin ser parte originaria, resultan potencialmente afectados por el proceso. 

 

3. Formas de intervención de terceros 

El derecho procesal prevé distintos mecanismos que permiten a los terceros incorporarse 

al proceso o defender sus derechos frente a las partes principales: 

a) Intervención voluntaria 

Se produce cuando el tercero decide incorporarse al proceso por iniciativa propia, al 

considerar que la sentencia podría afectar su esfera jurídica. Esta forma de intervención 

refleja la autonomía de la voluntad y la capacidad de autodefensa procesal, pues el tercero 

busca evitar perjuicios futuros derivados del fallo judicial. 

b) Intervención forzosa 

Tiene lugar cuando el tribunal ordena la incorporación de un tercero al proceso, ya sea 

porque su presencia resulta indispensable para una resolución justa o porque sus derechos 

podrían verse comprometidos por los efectos de la sentencia. Este tipo de intervención es 

una manifestación del principio de economía procesal y del deber de coherencia en las 

decisiones judiciales. 

c) Tercerías excluyentes 

La tercería excluyente de dominio es una de las figuras más importantes para la protección 

de los terceros. Permite a una persona reclamar la propiedad de un bien que ha sido 

indebidamente embargado o afectado dentro de un proceso ejecutivo. Por su parte, la 

tercería de mejor derecho otorga a un tercero la posibilidad de hacer valer un crédito o 
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derecho preferente frente al de una de las partes en litigio. 

d) Oposición de terceros a la ejecución 

Este mecanismo se activa cuando una sentencia o medida ejecutiva afecta injustamente a 

un tercero que no participó en el proceso principal. Su finalidad es garantizar el derecho a 

la defensa y evitar que la ejecución de una decisión judicial lesione derechos ajenos. 

 

4. Principios rectores de la protección procesal de terceros 

El reconocimiento y garantía de los derechos de las terceras partes se basa en un conjunto 

de principios que orientan la actuación judicial y aseguran la compatibilidad entre la eficacia 

del proceso y la justicia material: 

1. Principio de legitimación procesal: sólo quien ostenta un interés legítimo, actual y 

jurídicamente protegido puede intervenir o plantear una tercería. 

2. Principio de proporcionalidad: las medidas adoptadas por el tribunal deben equilibrar 

la protección del tercero con los derechos de las partes principales. 

3. Principio de independencia procesal: las tercerías constituyen procesos autónomos, 

con sus propios plazos, recursos y efectos jurídicos, aunque relacionados con el 

litigio principal. 

4. Principio de inmutabilidad de la cosa juzgada: la intervención de terceros no puede 

utilizarse para reabrir un proceso ya concluido, salvo que se acredite una afectación 

grave y directa a derechos fundamentales. 

5. Principio de tutela judicial efectiva: garantiza que los terceros cuenten con 

mecanismos eficaces para la defensa de sus derechos en todas las etapas 

procesales. 

 

5. Garantías judiciales y procesales específicas 
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Para asegurar la protección real y efectiva de los terceros, el sistema procesal contempla 

una serie de garantías judiciales específicas, entre ellas: 

• Derecho a ser notificado oportunamente de cualquier actuación o resolución que 

pueda afectar su esfera jurídica. 

• Derecho a la defensa y representación, permitiendo al tercero presentar pruebas, 

alegatos y recursos en igualdad de condiciones con las partes principales. 

• Derecho a impugnar actos judiciales que resulten contrarios a sus derechos o 

intereses legítimos. 

• Derecho a un proceso independiente, cuando la complejidad o naturaleza del 

conflicto lo requiera. 

• Derecho a la reparación o restitución, en caso de que una resolución judicial le haya 

causado un perjuicio injustificado. 

 

6. Función constitucional y social de la protección a terceros 

La protección de los derechos de las terceras partes no sólo tiene un valor procesal, sino 

también constitucional y social. Desde la perspectiva constitucional, constituye una garantía 

del debido proceso y del principio de igualdad ante la ley, al asegurar que todas las 

personas —partes o no— gocen de los mismos derechos frente a la jurisdicción. 

En el plano social, esta protección cumple una función preventiva y estabilizadora, ya que 

evita que el proceso judicial se convierta en un instrumento de lesión a derechos de 

terceros, contribuyendo así a la legitimidad del sistema judicial y al fortalecimiento del 

Estado de Derecho. 
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3.2. Demanda de tercería: concepto y fundamentos procesales 

1. Disposiciones generales 

La demanda de tercería constituye una institución procesal especial destinada a proteger 

los derechos e intereses legítimos de aquellas personas que, sin ser parte en un proceso 

judicial, se ven afectadas por las medidas o decisiones dictadas en el mismo. De este modo, 

la tercería se configura como un mecanismo autónomo de defensa, que otorga a un tercero 

la posibilidad de salvaguardar sus derechos frente a los efectos de actos judiciales o 

ejecutivos que le ocasionan un perjuicio injustificado. 

Este instituto se encuentra estrechamente vinculado con los principios de tutela 

jurisdiccional efectiva, debido proceso y derecho de defensa, consagrados en el artículo 

139, inciso 3, de la Constitución del Perú, así como reconocidos en la mayoría de los 

códigos procesales de América Latina. En esencia, la tercería garantiza que nadie pueda 

ser privado de sus bienes ni afectado por una decisión judicial sin haber tenido la 

oportunidad de ser escuchado y defender sus derechos ante un juez competente. 

 

2. Concepto y definición doctrinaria 

Desde la perspectiva doctrinaria, la demanda de tercería es un proceso judicial 

independiente iniciado por una persona ajena al litigio principal, con el propósito de obtener 

el reconocimiento judicial de un derecho propio, vulnerado o amenazado por las 

actuaciones o decisiones adoptadas en otro proceso. 

Autores como Montero Aroca, Calamandrei y Devis Echandía sostienen que la tercería 

constituye una forma de intervención procesal indirecta, mediante la cual el tercero busca 

la tutela de su derecho material —por lo general de carácter patrimonial— afectado por la 

ejecución de una sentencia o por la imposición de una medida de embargo en un proceso 

ajeno. 
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En términos más sencillos, la tercería es una vía procesal que permite al tercero defender 

su derecho de propiedad, posesión o preferencia crediticia sobre bienes o valores que han 

sido indebidamente comprendidos en un proceso de ejecución o en una medida cautelar. 

 

3. Naturaleza jurídica 

La naturaleza jurídica de la demanda de tercería es autónoma y declarativa, en tanto 

constituye un proceso independiente, aunque vinculado estrechamente con el proceso 

principal. 

• Su carácter autónomo se refleja en que la tercería constituye un nuevo proceso con 

estructura, plazos, medios probatorios y resolución propios. 

• Su carácter declarativo radica en que su finalidad es lograr el reconocimiento judicial 

de la existencia y prelación del derecho del tercero frente a las partes del proceso 

principal. 

• Asimismo, posee un carácter accesorio, en la medida en que depende de los efectos 

o actos originados en otro proceso (por ejemplo, un embargo o una ejecución 

judicial). 

En consecuencia, la tercería cumple una doble función: 

• Protectora, al evitar la restricción indebida de los derechos de los terceros durante el 

desarrollo del proceso principal; 

• Restitutoria, al restablecer la situación jurídica real del bien o del derecho 

indebidamente afectado por una actuación judicial. 

 

4. Fundamentos constitucionales y procesales 

Los principios constitucionales que sustentan la institución de la tercería son los siguientes: 

• Tutela jurisdiccional efectiva: derecho de toda persona a recurrir al órgano 
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jurisdiccional para la defensa de sus intereses, aun cuando no haya sido parte en el 

proceso que originó la afectación. 

• Derecho de defensa y principio de contradicción: garantía de que el tercero pueda 

intervenir en el proceso y exponer sus argumentos ante un juez imparcial. 

• Debido proceso y principio de legalidad: protección frente a cualquier privación de 

derechos o bienes sin la observancia de las garantías procesales establecidas por 

la ley. 

En el ámbito procesal, la tercería se encuentra regulada en los artículos 533 al 540 del 

Código Procesal Civil del Perú, que distingue dos tipos principales: 

1. Tercería excluyente de propiedad, y 

2. Tercería de mejor derecho. 

 

5. Tipos de demanda de tercería 

La legislación procesal peruana reconoce dos tipos fundamentales de tercería, aunque la 

doctrina admite otras modalidades con fines similares. 

a) Tercería excluyente de propiedad 

Se interpone cuando un tercero sostiene ser propietario de un bien embargado o incluido 

en un proceso de ejecución en el que no participa. Su objetivo es excluir dicho bien de la 

ejecución o de la medida cautelar. 

Por ejemplo, si durante un proceso de cobro de deuda se embarga un vehículo 

perteneciente a un tercero, este puede presentar una demanda de tercería de propiedad 

para obtener el levantamiento del embargo y la restitución de su derecho de propiedad. 

b) Tercería de mejor derecho 

Procede cuando un tercero afirma tener un derecho crediticio preferente respecto del 

acreedor que actúa en el proceso principal. Su finalidad no es la restitución de un bien, sino 
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el reconocimiento de la prelación de su crédito. 

Así, si dos acreedores persiguen el pago de una deuda contra el mismo deudor, aquel que 

posea un crédito garantizado o privilegiado puede interponer una tercería de mejor derecho 

para que se reconozca la prioridad de su crédito. 

 

6. Requisitos y contenido de la demanda de tercería 

La demanda de tercería debe cumplir con los requisitos generales del artículo 424 del 

Código Procesal Civil, así como con las condiciones específicas propias de este tipo de 

proceso. 

Debe contener: 

• Identificación del proceso principal del cual deriva la afectación; 

• Exposición clara del derecho invocado (de propiedad o preferencia); 

• Descripción precisa del bien o derecho objeto de la controversia; 

• Medios probatorios que acrediten el derecho del tercero; 

• Petitorio dirigido a la exclusión del bien o al reconocimiento de la prioridad del crédito. 

La demanda debe presentarse ante el mismo órgano jurisdiccional que conoce el proceso 

principal, con el fin de garantizar la coherencia procesal y la economía del procedimiento. 

 

7. Efectos procesales de la interposición de la tercería 

Una vez admitida la demanda de tercería por el juez competente, se producen los siguientes 

efectos procesales: 

• Suspensión parcial de la ejecución en lo que respecta al bien objeto del litigio; 

• Notificación a las partes del proceso principal sobre la interposición de la tercería; 

• Tramitación autónoma del proceso, con etapas de contradicción, actuación 

probatoria y resolución judicial; 
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• Emisión de una sentencia que determina la existencia o inexistencia del derecho 

alegado por el tercero. 

Si la tercería es declarada fundada, el juez ordenará el levantamiento de la medida de 

embargo o el reconocimiento del derecho preferente de crédito. 

 

8. Prueba y carga de la prueba 

La carga probatoria recae sobre el demandante —es decir, el tercero—, quien debe 

acreditar la existencia, validez y prelación de su derecho frente a los actos que impugna. 

En la tercería excluyente de propiedad, debe probarse el derecho de dominio o posesión 

legítima (por ejemplo, mediante contrato, título de propiedad o inscripción registral). 

En la tercería de mejor derecho, corresponde demostrar la preferencia crediticia (hipoteca, 

prenda, privilegio, entre otros). 

Asimismo, se aplica el principio de la carga dinámica de la prueba, conforme al cual cada 

parte debe aportar los medios probatorios que estén dentro de su posibilidad de obtención. 

 

9. La tercería como instrumento de justicia material 

Más allá de su dimensión procesal, la tercería desempeña un papel esencial en la 

realización de la justicia material. Permite corregir errores judiciales o administrativos que 

podrían ocasionar un perjuicio grave a terceros, como el embargo indebido de bienes 

ajenos o la vulneración de los derechos de un acreedor legítimo. 

En este sentido, la tercería cumple una función equilibradora entre la autoridad de las 

resoluciones judiciales y la necesidad de proteger los derechos individuales, evitando 

interferencias arbitrarias en la esfera patrimonial de quienes no son parte del litigio. 
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CAPÍTULO IV.- Resultados Obtenidos. 

Los resultados de la investigación, orientada a la elaboración y análisis de un marco jurídico 

integral destinada a proteger y garantizar los derechos de las terceras partes, evidencian 

avances significativos en la comprensión y fortalecimiento de aquellos mecanismos legales 

que buscan salvaguardar los intereses de personas que, sin ser parte formal de un proceso 

judicial, resultan directa o indirectamente afectadas por sus decisiones o efectos. 

En primer lugar, se constató que el reconocimiento formal de la posición procesal de las 

terceras partes en el proceso civil constituye un aporte fundamental a la materialización del 

principio de tutela judicial efectiva. La incorporación de instrumentos como la demanda de 

tercería, las intervenciones excluyentes o los recursos indirectos asegura que ninguna 

persona sea privada de sus derechos o bienes sin haber tenido la oportunidad adecuada 

de defensa ante los tribunales. 

En segundo lugar, los hallazgos muestran que la aplicación de un enfoque integral, basado 

en los principios de legalidad, igualdad procesal y derecho de audiencia, refuerza la 

seguridad jurídica y previene situaciones de denegación de justicia o desprotección. La 

intervención oportuna de las terceras partes impide la consolidación de medidas judiciales 

injustas o arbitrarias que podrían afectar legítimos derechos patrimoniales o crediticios. 

Asimismo, se evidenció que el desarrollo de un marco integral de esta naturaleza requiere 

la armonización entre el derecho sustantivo y el derecho procesal, a fin de asegurar una 

protección coherente de las pretensiones reales, obligacionales o posesorias de las 

terceras partes dentro del sistema jurídico. Este equilibrio normativo contribuye a garantizar 

la eficacia práctica de las resoluciones judiciales, sin poner en riesgo los derechos de 

quienes no participaron en el proceso original. 

Otro hallazgo central se refiere a la identificación de vacíos y deficiencias existentes en la 
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legislación vigente, especialmente en lo relativo a la falta de criterios uniformes sobre la 

admisibilidad, el procedimiento y los efectos jurídicos de las demandas de tercería. Estas 

incertidumbres normativas generan inestabilidad procesal y dificultan la efectiva tutela 

judicial de los derechos de terceros, lo que pone de manifiesto la necesidad de una reforma 

legislativa sistemática orientada a lograr mayor claridad, coherencia y eficiencia. 

Desde una perspectiva práctica, el marco integral propuesto permitió definir ámbitos 

concretos de acción, tales como: el fortalecimiento de la formación judicial y administrativa 

en materia de intervenciones de terceros; la promoción de la oralidad y la celeridad procesal 

en los casos de tercería; la implementación de sistemas digitales que faciliten la 

identificación de bienes y derechos afectados; y la elaboración de criterios interpretativos 

uniformes que aseguren coherencia y seguridad jurídica en la aplicación judicial. 

Finalmente, el estudio concluye que la consolidación de un marco integral de protección de 

los derechos e intereses legítimos de las terceras partes contribuye de manera decisiva a 

la construcción de un sistema de justicia más justo, inclusivo y transparente. Este enfoque 

no solo garantiza la protección del patrimonio y los derechos reales, sino que también 

fortalece la igualdad ante la ley, la confianza en la función jurisdiccional y la consolidación 

del orden constitucional de derecho. 
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CONCLUSIONES 

1. Reconocimiento jurídico del tercero como sujeto de tutela judicial efectiva 

El estudio confirma que el reconocimiento formal del estatus jurídico de las terceras partes 

dentro del proceso judicial constituye un elemento esencial para la materialización del 

principio de tutela jurisdiccional efectiva. Este reconocimiento garantiza que toda persona 

cuyos derechos o intereses puedan verse afectados por una resolución judicial tenga la 

posibilidad real de ejercer su derecho a la defensa y a la protección de sus intereses 

patrimoniales y no patrimoniales legítimos. 

2. Necesidad de un enfoque normativo integral y coherente 

La adecuada protección de los derechos de las terceras partes requiere una articulación 

armoniosa entre las normas sustantivas y procesales. Solo mediante un enfoque normativo 

sistemático es posible asegurar la protección efectiva de los derechos reales, obligacionales 

y posesorios de los terceros, evitando contradicciones y vacíos legales que limiten su tutela. 

3. Prevención de la indefensión y fortalecimiento de la seguridad jurídica 

La participación oportuna de las terceras partes dentro del proceso judicial contribuye a 

evitar situaciones de indefensión jurídica y refuerza la estabilidad del sistema de justicia. 

Ello fortalece la seguridad jurídica y la confianza ciudadana en la administración judicial, al 

impedir la emisión de decisiones arbitrarias o injustas que vulneren los derechos de quienes 

no son parte del litigio principal. 

4. Insuficiencia y fragmentación del marco legislativo vigente 

El análisis evidencia la existencia de vacíos normativos y la ausencia de criterios uniformes 

sobre la admisibilidad, tramitación y efectos de las demandas de tercería. Esta falta de 

coherencia debilita la eficacia de los mecanismos de protección existentes y genera 

inestabilidad procesal, lo que demuestra la urgencia de una reforma legislativa integral que 

unifique criterios y refuerce la tutela judicial de los terceros. 
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5. Importancia del fortalecimiento institucional y de la capacitación judicial 

La protección efectiva de los derechos de las terceras partes depende en gran medida del 

nivel de formación técnica y jurídica de los operadores del sistema judicial. La competencia 

profesional de jueces y funcionarios garantiza una aplicación coherente de los principios de 

legalidad, igualdad procesal y debido proceso, contribuyendo a una justicia más equitativa, 

previsible y transparente. 

6. Contribución al fortalecimiento del Estado de Derecho 

El establecimiento de un sistema integral orientado a la protección de los derechos e 

intereses legítimos de las terceras partes contribuye directamente al fortalecimiento del 

Estado constitucional de derecho. Este enfoque promueve una justicia inclusiva, 

transparente y equitativa, asegurando que ninguna persona quede fuera del ámbito de 

protección judicial. 
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RECOMENDACIONES 

 

1. Reforma legislativa sistemática 

Impulsar una reforma integral del marco procesal civil que defina con claridad y 

uniformidad las condiciones de procedencia, el trámite y los efectos de las demandas 

de tercería, así como los mecanismos de intervención de terceros, garantizando 

mayor coherencia normativa y seguridad jurídica. 

2. Elaboración de protocolos judiciales especializados 

Diseñar y aplicar protocolos procesales específicos para los casos que involucren 

derechos de terceras partes, priorizando la celeridad, la oralidad y el uso de 

herramientas digitales que optimicen la tramitación judicial. 

3. Capacitación continua de magistrados y personal judicial 

Implementar programas permanentes de formación orientados al conocimiento 

especializado sobre la intervención de terceros, las demandas de tercería y los 

principios del debido proceso, fortaleciendo así la capacidad institucional del Poder 

Judicial. 

4. Modernización tecnológica del sistema judicial 

Desarrollar plataformas digitales que permitan identificar y registrar con precisión los 

bienes y derechos afectados en los procesos judiciales, incrementando la 

transparencia y la trazabilidad de la información relacionada con las terceras partes. 

5. Unificación de criterios jurisprudenciales 

Promover la creación de jurisprudencia vinculante y guías interpretativas que 

unifiquen la aplicación de las normas sobre la intervención de terceros y las 

demandas de tercería, evitando contradicciones entre distintos órganos 
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jurisdiccionales. 

6. Promoción del acceso a la justicia 

Garantizar que las terceras partes dispongan de información clara, gratuita y 

accesible sobre sus derechos procesales y las vías legales disponibles para su 

defensa, especialmente en contextos de vulnerabilidad económica o social. 

7. Supervisión y evaluación continua del sistema normativo 

Establecer mecanismos de monitoreo y evaluación periódica del marco jurídico e 

institucional de protección de los derechos de las terceras partes, con el fin de 

identificar deficiencias, medir resultados y promover mejoras sostenibles a lo largo 

del tiempo. 
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